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Caso núm.  
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Sobre:  Art. 83 

Asesinato 1er 
grado-estatutario 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Colom García, la Jueza 
Soroeta Kodesh y el Juez Sánchez Ramos. 
 

Sánchez Ramos, Juez Ponente  
  

 RESOLUCIÓN  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de enero de 2020. 

 Mediante el recurso de epígrafe, presentado por derecho 

propio por un miembro de la población correccional, se impugna 

una sentencia penal dictada en 1991.  No obstante, el recurso 

incumple de forma sustancial con los requisitos de nuestro 

Reglamento, cuyo cumplimiento era necesario para su 

consideración.  Por tanto, se desestima el mismo. 

I. 

Según surge de varias Resoluciones y Sentencias emitidas por 

este Tribunal a través de los años, el Sr. Arquelio Ruiz Rodríguez (el 

“Peticionario”) fue hallado culpable, por un jurado, de asesinato en 

primer grado, tentativa de asesinato, daño agravado y varias 

violaciones a la Ley de Armas.  El Peticionario fue sentenciado como 

reincidente a 148.5 años de reclusión.  Véanse, por ejemplo, 

Sentencia de 19 de agosto de 1993, SSAP-92-0105; Resolución de 

21 de marzo de 2006, KLCE0600203; Resolución de 15 de octubre 

de 2008, KLCE0801286.   

Según surge de la apelación del Peticionario (resuelta por este 

Tribunal mediante la referida sentencia de 19 de agosto de 1993), la 
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defensa principal del Peticionario, durante el juicio, fue su supuesta 

“insanidad mental”.  En otras instancias, el Peticionario ha 

planteado, sin éxito, que su sentencia debía ser modificada por ser 

ilegal o excesiva, que se le debía conceder un nuevo juicio, y que su 

defensa había sido inadecuada.  Véanse las Resoluciones de este 

Tribunal arriba citadas. 

En esta ocasión, el Peticionario nos presenta un “Escrito de 

Apelación”, con el cual acompañó, únicamente, copia de un escrito 

presentado ante el Tribunal de Primera Instancia (“TPI”) en agosto 

de 2019, denominado Moción Solicitando Absolución Perentoria de la 

Sentencia (la “Moción”), junto a una Resolución del TPI, notificada el 

15 de noviembre (la “Resolución”), mediante la cual se denegó la 

Moción. 

En la Moción, y en el escrito que nos ocupa (presentado el 5 

de diciembre), el Peticionario plantea que la Policía obstruyó la 

justicia, pues no suplió cierta información al Departamento de 

Justicia para que se realizara una “investigación correcta”.  No se 

indica cuál habría sido esta información.  El Peticionario sostiene 

que su condena fue producto de una “conspiración y fabricación de 

caso”.  No se exponen ni alegan hechos específicos en apoyo de esta 

teoría.  Aduce que su sentencia es “ilegal” y que constituye un 

“castigo cruel e inusitado”, al ser “desproporcionada”.  Solicita que 

se le “excarcele … sin demora dejando sin efecto la sentencia 

impuesta”. 

II. 

Procede la desestimación del recurso que nos ocupa porque el 

escrito del Peticionario incumple de forma sustancial con los 

requisitos de la Regla 34 de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-

B, R. 34, cuyo cumplimiento era necesario para su 

perfeccionamiento.  La parte que acude ante este Tribunal tiene la 

obligación de colocarnos en posición de revisar la determinación de 
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la cual se recurre. Morán v. Martí, 165 DPR 356, 366-367 (2005); 

Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR 84, 90-1 (2013).   

El Peticionario no acompañó los documentos pertinentes que 

nos permitirían evaluar su reclamación.  Adviértase que este tenía 

la obligación, de conformidad con la Regla 34, supra, de someter 

todo documento pertinente.  El Peticionario incumplió con su 

obligación de acompañar todo escrito, resolución u orden que 

formara parte del expediente y que fuera pertinente a la controversia 

planteada en su recurso.  En particular, no acompañó las 

acusaciones presentadas en su contra ni las sentencias impuestas 

o la minuta que reflejaría las mismas.  El recurso de referencia 

tampoco contiene cubierta o los índices requeridos.     

Resaltamos que “el hecho de que las partes comparezcan por 

derecho propio, por sí solo, no justifica que incumplan con las reglas 

procesales”. Febles v. Romar, 159 DPR 714, 722 (2003).  El 

Peticionario venía obligado al fiel cumplimiento del trámite prescrito 

aplicable al recurso instado ante nosotros.  Soto Pino, supra.  El 

hecho de que el Peticionario esté confinado no le concede un 

privilegio sobre otros litigantes en cuanto al trámite del recurso.  

Además, y más importante aún, el Peticionario no formuló de 

forma coherente cuáles habrían sido los errores presuntamente 

cometidos por el TPI, ni mucho menos incluyó una discusión 

fundamentada de estos, haciendo referencia a los hechos y al 

derecho que sustentan sus planteamientos. Morán, supra; Soto Pino, 

supra.  Tampoco se incluyó una relación fiel y concisa de los hechos 

procesales y materiales del caso. 

De todas maneras, aun si tuviésemos jurisdicción para 

considerar el recurso de referencia, denegaríamos la expedición del 

auto de certiorari solicitado.   

El auto de certiorari constituye un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 
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las determinaciones de un tribunal inferior. IG Builders et al v. 

BBVAPR, 185 DPR 307 (2012); Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913, 

917 (2009); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005).  Distinto al 

recurso de apelación, el tribunal revisor tiene la facultad de expedir 

el recurso de manera discrecional, por tratarse de ordinario de 

asuntos interlocutorios.  Sin embargo, nuestra discreción debe 

ejercerse de manera razonable, procurando siempre lograr una 

solución justiciera.  Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 

98 (2008); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). 

La Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII–B, R. 40, establece los criterios a examinar para 

ejercer nuestra discreción.  La referida Regla dispone lo siguiente:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes criterios 

al determinar la expedición de un auto de certiorari o de una 

orden de mostrar causa:    

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.   

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 

para el análisis del problema.   

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 

Primera Instancia.   

(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 

a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados.   

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 

es la más propicia para su consideración.   

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del litigio.   

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

evita un fracaso de la justicia. 4 LPRA Ap. XXII–B, R. 40.  

 

Los foros apelativos no deben intervenir con el ejercicio de discreción 

de los foros de primera instancia, salvo que se demuestre abuso de 

discreción, o algún error de derecho. García v. Asociación, 165 DPR 

311, 322 (2005). 

En este caso, la denegación del recurso procedería, en primer 

lugar, porque lo ahora planteado por el Peticionario ya se había 

adjudicado por el TPI, o bien pudo haberse presentado antes, en 
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cualquiera de las múltiples instancias en que el Peticionario ha 

presentado escritos post-sentencia en dicho foro.  Adviértase que los 

asuntos ante la consideración de los tribunales deben encontrar, en 

algún momento, punto final.  Salvo que estén presentes 

circunstancias muy extraordinarias, no presentes aquí, la norma es 

que una parte está impedida de presentar los mismos argumentos, 

una y otra vez, para resolución judicial.  Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. 

E.L.A., 152 DPR 599, 606-08 (2000); Pueblo v. Román Martir, 169 

DPR 809, 823-24 (2007) (fundamentos no aducidos oportunamente 

se entienden renunciados).   

Al no alegarse la ocurrencia de algún evento, fáctico o jurídico, 

posterior a las mociones anteriores del Peticionario, el TPI no tenía 

que considerar la Moción.  Véase Regla 192.1(b) de las de 

Procedimiento Criminal, 34 LPRA, R. 192.1(b) (el TPI “no vendrá 

obligado a considerar otra moción presentada por el mismo 

confinado para solicitar el mismo remedio”). 

En segundo lugar, el Peticionario no demostró que tenga un 

argumento viable para impugnar su sentencia.  La parte que acude 

ante este Tribunal tiene la obligación de colocarnos en posición de 

adjudicar un planteamiento a través de una exposición completa y 

coherente de su razón de pedir.  Véase, por ejemplo, Morán v. Martí, 

165 DPR 356, 366-367 (2005); Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 

DPR 84, 90-1 (2013).  El Peticionario no demostró que la sentencia 

impuesta sea ilegal o que exista razón para intervenir con la 

discreción del TPI al negarse a modificar su sentencia.  La naturaleza 

insustancial del planteamiento del Peticionario no justifica que, 

discrecionalmente, intervengamos con lo decidido por el TPI.  Véase 

la Regla 40 de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40; Román 

Martir, 169 DPR a las págs. 826-828 (tribunal debe rechazar 

mociones análogas que descansen en “aserciones inmeritorias, 
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flacas, descarnadas y carentes de fundamento”, sin apoyo en “datos 

y argumentos concretos”). 

III. 

Por las razones que anteceden, las cuales demuestran un 

craso incumplimiento del Peticionario con el Reglamento de este 

Tribunal, se desestima el recurso de referencia.  Véase, la Regla 83 

de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83. 

 Lo acuerda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

 
                                             Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


